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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO HA SOLICITADO AL JUEZ / IMPROCEDENCIA. Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que corresponden a los de igualdad y presunción de buena fe, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que en el juzgado demandado se le hubiere informado que no se le enseñaba la acción popular “2015-191”  por cuanto estaba en otra oficina, la 105. (…) Halla la Sala, para decirlo de una vez,  que el reproche que pone de presente el accionante, se torna improcedente, por cuanto uno de estos presupuestos generales es inexistente, concretamente el que tiene que ver con que el hecho haya sido cuestionado dentro del proceso. Se tiene, en este caso, que más allá de que verbalmente hubiese solicitado en la secretaría del Juzgado la acción popular que requiere revisar, lo cierto es que ante la respuesta que aduce haber recibido, con la cual no está conforme, nada le ha pedido expresamente a la juez de la causa, como lo aduce la misma accionada, para que se pronuncie sobre el particular y le dé cuenta del porqué de esa particular situación, o para que provea en forma favorable a su interés. Solo a partir de que el Juzgado Tercero Civil del Circuito se pronuncie por intermedio de su titular, podría empezar a analizarse si su decisión lesiona algún derecho fundamental, particularmente los de igualdad y buena fe, que ahora se mencionan, sobre los que, a decir verdad, ninguna explicación se brinda de cómo pudieron ser conculcados, es decir, que se omitió arrimar parámetros de comparación en lo que al primero se refiere, y tampoco se menciona por qué es que el despacho judicial pone en entredicho la buena fe del demandante.
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Acta N° 466 de septiembre 8 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la EPS Servicio Occidental de Salud (Avenida Circunvalar  No. 3-01 Pereira); Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; agente del Ministerio Público local y Control Físico de la Alcaldía Municipal de Pereira.

ANTECEDENTES

Expresa el accionante que solicitó que se le prestara su acción popular “2015-191” para revisarla y se le  negó aduciendo que está en la oficina 105.
Pidió, por tanto, que se ordenara inmediatamente dejar a su disposición dicho asunto e indicó como derechos vulnerados los que citó como “art 13. 83 CN”.
  


 
Se dispuso el trámite del caso, con la vinculación de la EPS Servicio Occidental de Salud (Avenida Circunvalar  No. 3-01 Pereira); Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; agente del Ministerio Público local y Control Físico de la Alcaldía Municipal de Pereira.

  



Por medio de apoderada judicial, la EPS SOS, solicitó su desvinculación del asunto como quiera que la queja se apuntala en forma exclusiva frente al despacho accionado por la razón que se aduce en el libelo introductorio.

  



El Procurador Regional indicó que su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos.

La Alcaldía Municipal, por intermedio de apoderado judicial de igual manera solicitó ser separada del asunto por falta de legitimación en la causa por pasiva.
La titular del despacho accionado indicó que el actor no le ha elevado requerimiento acerca de los hechos que narra en su libelo.

  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que corresponden a los de igualdad y presunción de buena fe, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que en el juzgado demandado se le hubiere informado que no se le enseñaba la acción popular “2015-191”  por cuanto estaba en otra oficina, la 105. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Halla la Sala, para decirlo de una vez,  que el reproche que pone de presente el accionante, se torna improcedente, por cuanto uno de estos presupuestos generales es inexistente, concretamente el que tiene que ver con que el hecho haya sido cuestionado dentro del proceso. 


 

Se tiene, en este caso, que más allá de que verbalmente hubiese solicitado en la secretaría del Juzgado la acción popular que requiere revisar, lo cierto es que ante la respuesta que aduce haber recibido, con la cual no está conforme, nada le ha pedido expresamente a la juez de la causa, como lo aduce la misma accionada, para que se pronuncie sobre el particular y le dé cuenta del porqué de esa particular situación, o para que provea en forma favorable a su interés. 

  



Solo a partir de que el Juzgado Tercero Civil del Circuito se pronuncie por intermedio de su titular, podría empezar a analizarse si su decisión lesiona algún derecho fundamental, particularmente los de igualdad y buena fe, que ahora se mencionan, sobre los que, a decir verdad, ninguna explicación se brinda de cómo pudieron ser conculcados, es decir, que se omitió arrimar parámetros de comparación en lo que al primero se refiere, y tampoco se menciona por qué es que el despacho judicial pone en entredicho la buena fe del demandante. 

   



Como no ha se procedido en la forma, es inviable que esta Corporación se anticipe a alguna posición por parte de la funcionaria. 
  



Por tanto, sin que haya lugar a discernimientos adicionales, se declarará la improcedencia del amparo. 
  



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad. 
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 
    DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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